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Candelaria Rosa, Juez Ponente 

 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 7 de diciembre de 2021.  

Comparece Eliberto C. Nieves (el recurrente) a fin de impugnar 

la Resolución emitida por el Departamento de Asuntos del Consumidor 

(DACo) el 28 de abril de 2021. Mediante el dictamen recurrido, se 

declaró ha lugar la querella presentada por Nixaliz Hernández Silva (la 

recurrida) al amparo de la Ley Núm. 104 de 23 de junio de 1958, según 

enmendada, conocida como Ley de Condominios.2 Por los 

fundamentos expuestos a continuación, revocamos el dictamen 

recurrido.  

Según surge del expediente, el 14 de agosto de 2020, la recurrida 

presentó querella contra el Consejo de Titulares del Condominio 

 
1 Mediante Orden DJ 2019-187G, el Panel I quedó constituido por 3 integrantes. 
2 El citado estatuto fue derogado por la Ley Núm. 129-2020 conocida como la Ley de Condominios 

de Puerto Rico, 31 LPRA §§ 1921 et seq. 
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Balcones Las Catalinas y contra el recurrente como alegado actual 

presidente de la Junta de Directores del Condominio, la cual describió 

como ilegalmente electa.3 La recurrida, como dueña de un apartamento 

en el aludido Condominio, solicitó la intervención de DACo por 

asambleas celebradas de forma ilegal. En la misma, la recurrida indicó 

que era la presidenta de la Junta de Directores, pero que por medio de 

una convocatoria de un grupo de titulares se celebraron asambleas para 

llevar a cabo su destitución y la selección de una nueva Junta de 

Directores. Adujo que la misma fue celebrada en violación a la Orden 

Ejecutiva 2020-060 y que, como consecuencia de su celebración, el 

recurrente había intervenido en las funciones del Condominio.  

Señalada la vista administrativa, la misma fue celebrada el 15 de 

abril de 2021 mediante videoconferencia, a la cual no compareció el 

recurrente, por lo que se le anotó la rebeldía y continuaron los procesos. 

Aquilatada la prueba presentada por la recurrida, el 28 de abril de 2021, 

DACo emitió Resolución, en la cual declaró ha lugar la querella 

presentada. Lo anterior, tuvo la consecuencia de decretar nulas e 

ilegales dos asambleas celebradas en el Condominio y la elección del 

recurrente como presidente, a quien se le ordenó devolver 

inmediatamente a la recurrida la llave de la oficina de administración, 

documentación y todo lo relacionado a la administración del 

Condominio. Además, se declaró nula la revocación de una derrama 

aprobada en el año 2019 y se encomendó a la recurrida a convocar una 

asamblea para ratificar la elección del seguro comunal. De igual forma, 

se apercibió al recurrente que de incumplir con lo ordenado se le podría 

 
3 En principio, la querella había sido presentada por la recurrida y la Sra. Lydia Pérez Claudio, como 

vicepresidenta de la Junta de Directores. Sin embargo, del expediente se desprende que, 

posteriormente, esta última anunció ante el DACo que carecía de interés en continuar con el reclamo.    
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imponer una multa de hasta $10,000.00, la cual, aún si fuera satisfecha, 

no le eximía del cumplimiento con lo ordenado.  

El 18 de mayo de 2021, el recurrente presentó una solicitud de 

reconsideración, en la cual, en lo pertinente, manifestó que la recurrida 

había provisto al DACo un correo electrónico al cual ella era la única 

que tenía acceso y que la Resolución emitida la había recibido el 11 de 

mayo de 2021 por medio de correo electrónico por parte de la propia 

recurrida. Asimismo, reiteró que no se le había citado para la vista 

administrativa. Conforme surge del expediente, la solicitud de 

reconsideración antes detallada fue rechazada de plano.  

 Inconforme, el recurrente acude ante nosotros y plantea que el 

DACo erró al notificar el señalamiento de vista administrativa a una 

dirección de correo electrónico que no surgía de la querella presentada, 

que tampoco él suministró y que el acceso al referido correo sólo lo 

tenía la recurrida. Además, señala que el DACo erró al no notificar la 

resolución a su correo postal, pues se envió a una dirección física, la 

cual no recibe correspondencia. El recurrente sostiene que se le ha 

violentado su derecho a un debido proceso de ley, pues no se le notificó 

adecuadamente. Por último, aduce que la agencia administrativa erró 

por haberle anotado la rebeldía cuando el señalamiento de vista se había 

enviado a un correo electrónico, al cual no tenía acceso, pues estaba 

bajo el control de la recurrida. Transcurrido el término reglamentario 

para que la recurrida presentara su alegato en oposición, sin el beneficio 

de su comparecencia, pero con la transcripción de la prueba desfilada 

en la vista administrativa, procedemos a resolver.  

Con la aprobación de la Ley Núm. 38-2017 conocida como Ley 

de Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto 
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Rico, 3 LPRA §9601 et seq. (LPAU), a los procesos adjudicativos 

celebrados por las agencias administrativas se le extendió ciertas 

garantías mínimas inherentes al debido proceso de ley. Gutiérrez 

Vázquez v. Hernández y otros, 172 DPR 232 (2007). En específico, la 

Sección 3.1 dela LPAU, 3 LPRA § 9641, así como su jurisprudencia 

interpretativa, reconoce para este tipo de adjudicación administrativa 

las siguientes garantías: (1) notificación adecuada del proceso; (2) 

proceso ante un juez imparcial; (3) oportunidad de ser oído; (4) derecho 

a contrainterrogar a los testigos y examinar la evidencia presentada en 

su contra; (5) tener asistencia de abogado; y (6) que la decisión se base 

en el récord. Gutiérrez Vázquez v. Hernández y otros, supra. 

Como corolario, se le debe proveer una notificación oportuna al 

querellado, en la cual se le indique la naturaleza de la querella o 

reclamos de incumplimiento de dicha parte. Asimismo, este derecho 

contempla la necesidad de notificar a las partes o a sus representantes 

legales por correo o personalmente la fecha, hora y lugar en que se 

celebrará la vista adjudicativa. 3 LPRA § 9649. Además, entre varios 

otros requisitos, en la referida notificación, se deberá indicar las 

disposiciones legales que presuntamente se han infringido y el 

apercibimiento de las medidas que la agencia podrá tomar si una parte 

no comparece. Íd.  

Cónsono con lo anterior, en la medida en que una parte fue 

debidamente citada y no comparece a la vista señalada, el funcionario 

que presida podrá anotar la rebeldía y continuar los procedimientos sin 

su presencia y participación. 3 LPRA § 9650. No obstante, aún si la 

parte haya comparecido o no, se le tendrá que notificar por escrito de la 

determinación, los fundamentos y el recurso de revisión 
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correspondiente. Íd. Con relación a la resolución final, la agencia 

concernida deberá notificar por correo ordinario y certificado a las 

partes y, de tenerlos, a sus abogados. 3 LPRA § 9654.  

En esencia, el derecho a una adecuada notificación permite que 

se ejerzan otras garantías mínimas del debido proceso de ley 

relacionadas a la prueba como lo son confrontar a los testigos, presentar 

cualquier tipo de prueba a su favor y que la decisión esté basada en la 

evidencia que obra en el expediente. Acarón et al. v. D.R.N.A., 186 DPR 

564 (2012). Ello es acorde con el principio reiterado de que “[e]l 

carácter informal y flexible que distingue a los procesos 

administrativos, permite que el juzgador de hechos conozca toda la 

información pertinente para dilucidar la controversia que tiene ante 

sí…”, sin necesidad de sujetar el proceso a los moldes rígidos de las 

reglas procesales y de evidencia. Otero v. Toyota, 163 DPR 716, 733 

(2005).  

En el presente caso, surge del expediente que la citación del 

señalamiento de vista administrativa fue notificada a través de correo 

electrónico. Ahora bien, la citación y el enlace para acceder a la vista a 

través de videoconferencia se dirigió a las direcciones electrónicas 

pertenecientes al Condominio Balcones Las Catalinas y al 

representante legal de la recurrida.4 Según se desprende de la 

transcripción de la prueba vertida durante la vista administrativa 

celebrada, la recurrida negó que el correo electrónico del Condominio 

Balcones Las Catalinas estuviera bajo el control del recurrente.5 De 

hecho, durante la vista, la recurrida aclaró que el aludido correo estaba 

 
4 Apéndice del recurso titulado Revisión Administrativa, pág. 36. 
5 Transcripción de la Prueba Oral, pág. 43. 

javascript:citeSearch('186DPR564',%20'MJPR_DPR')
javascript:citeSearch('186DPR564',%20'MJPR_DPR')
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bajo su propio control.6 Pese a que hubo alegaciones de que el 

recurrente había podido acceder al correo electrónico  del Condominio 

Balcones Las Catalinas, lo cierto es que hubo discrepancias que 

confligen con la exigencia de una notificación adecuada como garantía 

del debido proceso de ley que le asiste al recurrente.  

De otra parte, ante la divergencia que surge entre la dirección 

donde el recurrente recibe correspondencia y la que informó la 

recurrida para que se notificara tanto la resolución emitida por DACo 

como la propia presentación de la querella, tampoco podemos concluir 

que al primero se le proveyó la oportunidad de conocer la naturaleza de 

las imputaciones hechas en su contra y la determinación final del 

DACo. Así pues, es evidente que, ante el DACo, al recurrente no se le 

garantizó el derecho a un debido proceso de ley, dado a la carencia de 

una notificación adecuada de la querella presentada en su contra y de la 

citación para la vista administrativa, lo que impidió que este pudiera 

defenderse y presentar prueba a su favor. Acarón et al. v. D.R.N.A., 

supra. Ciertamente, tampoco fue advertido de las consecuencias de no 

comparecer a la vista administrativa señalada. 3 LPRA § 9649.  

En vista de lo anterior, procede una nueva notificación de la 

querella presentada en contra del recurrente y la celebración de una 

vista administrativa, en la cual participen las partes de epígrafe y 

dejando sin efecto la anotación de rebeldía. Debido a que el recurrente 

no tuvo una notificación adecuada durante las distintas etapas del 

proceso administrativo, determinamos que la Resolución recurrida no 

se sustenta a base de la totalidad del expediente, por lo que no 

constituyó una acción razonable por parte del organismo 

 
6 Íd., pág. 44. 
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administrativo. Por los fundamentos antes expuestos, revocamos la 

determinación recurrida.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.  

 

 

 

 

 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


